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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En- Lima, a los 23 días del mes de noviembre de 2016, el Pleno del Tribunal 
Constitucional, integrado por los señores magistrados Miranda Canales, Ledesma 
Narváez, Urviola Hani, Blume Fortini, Sardón de Taboada y Espinosa=Saldaña Barrera, 
pronuncia la siguiente sentencia, sin la intervención del magistrado Ramos Núñez, por 
encontrarse con licencia el día de la audiencia pública. Asimismo, se agregan los 

damentos de voto de los magistrados Blume Fortini y Espinos-Saldaña Barrera. y el 
fundamePt,) de voto de la magistrada Ledesma Narváez. 
SUNTO 

ecurso de agravio constitucional interpuesto por don Luis Avelino Tuanama Rengifo 
ntra la sentencia de fojas 77, de fecha 30 de junio de 2014, expedida por la Sala Civil 

Mixta de la Corte Superior de Justicia de Loreto, que declaró improcedente la demanda 
de habeas data de autos. 

ANTECEDENTES 

El 19 de julio de 2013, el recurrente interpone demanda de habeas data contra el 
Hospital Regional de Loreto. Manifiesta que, pese a haber requerido una copia 
fedateada de la sentencia emitida en el Expediente 767-95, sobre proceso de alimentos, 
la emplazada no ha respondido sus requerimientos por lo que se vulnera su derecho 
fundamental de acceso a la información pública. Señala que, por mérito de dicha 
sentencia, se vienen realizando descuentos en su remuneración como trabajador del 
hospital desde hace más de diez años. Refiere, además, que no puede solicitar dicha 
información al juzgado pues "el Expediente fue incinerado en el Poder Judicial de 
Maynas" (cfr. fojas 8). 

El 29 de agosto de 2013, la procuradora pública adjunta del Gobierno Regional de 
Loreto contesta la demanda. Señala que el Hospital Regional de Loreto no tiene 
obligación de custodiar la información pues ésta tiene una antigüedad mayor a cinco 

emás, refiere que el recurrente debe acudir al Poder Judicial a fin de solicitar 
osición del Expediente 767-95. 

ediante sentencia emitida el 9 de octubre de 2013, el Segundo Juzgado Civil de 
Maynas de la Corte Superior de Justicia de Loreto declara fundada la demanda por 
considerar, en aplicación del artículo 4 del Decreto Ley 19414, que la emplazada tiene 
obligación de custodiar la información solicitada pues ésta no supera los treinta años de 
antigüedad. En consecuencia, ordena la entrega al recurrente de la sentencia emitida en 
el Expediente 767-95, sobre proceso de alimentos. 
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Finalmente, mediante sentencia emitida el 30 de junio de 2014, la Sala Civil Mixta de 
Maynas de la Corte Superior de Justicia de Loreto revoca la apelada y, reformándola, 
declara improcedente la demanda por considerar que el recurrente no ha acreditado la 
preexistencia de la información solicitada pues "no identificó ni señaló el registro, 
expediente administrativo o el archivo donde se encuentre incorporado la sentencia cuya 
copia solicita" (sic). (cfr. fojas 80). 

FUNDAMENTOS 

Cuestión procesal previa 

1. En el presente caso, el recurrente solicita que se le otorgue copia fedateada de la 
sentencia emitida en el Expediente 767-95, sobre proceso de alimentos, en virtud 
de la cual se vienen realizando descuentos en su remuneración como trabajador 
del Hospital Regional de Loreto. En consecuencia, el asunto litigioso radica en 
determinar si dicho requerimiento es atendible. 

2. Está acreditado a fojas 4 y 5, que el recurrente solicitó al Hospital Regional de 
Loreto la entrega de dicha información en dos oportunidades mediante 
documentos de fecha cierta presentados el 26 de marzo y el 11 de julio de 2013. 
Por tanto, habiéndose cumplido con el requisito especial de procedibilidad de la 
demanda previsto en el artículo 62 del Código Procesal Constitucional, 
corresponde pronunciarse sobre el fondo de la controversia. 

Análisis de la Controversia 

3. Debe señalarse que, si bien el recurrente alega la afectación de su derecho 
fundamental de acceso a la información pública, este Tribunal Constitucional 
advierte, en aplicación del principio iura novit curia previsto en el artículo VIII 
del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, que en realidad se 
cuestiona una presunta afectación de su derecho fundamental de 
autodeterminación informativa. 

to, este Tribunal Constitucional ha señalado que el derecho de 
eterminación informativa comprende: 

(...) la posibilidad de acceder a los registros de información, computarizados o no, 
cualquiera sea su naturaleza, en los que se encuentren almacenados los datos de una 
persona. Tal acceso puede tener por objeto que se permita conocer qué es lo que se 
encuentra registrado, para qué y para quién se realizó el registro de información (...) 
(fundamento jurídico 3 de la sentencia emitida en el Expediente 03052-2007-
PHD/TC). 
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El recurrente solicita s e otorgue copia fedateada de la sentencia emitida en el 
Expediente 767-95, sobre proceso de alimentos, en virtud del cual vienen 
realizándose descuentos en su remuneración. Así, se advierte que no pretende 
acceder a información referida a las actuaciones de la administración pública sino, 
más bien, a. datos referidos a su persona que, inclusive, inciden sobre la esfera de 
su intimidad personal y familiar. 

En el presente caso, el emplazado afirma no tener obligación de custodiar la 
información solicitada por el recurrente pues ésta tiene una antigüedad mayor a 
cinco años. Dicha afirmación no convence a este Colegiado pues ese no plazo no 
está previsto en las normas que componen el Sistema Nacional de Archivos y, en 
todo caso, no se ha demostrado que la información solicitada haya sido transferida 
al Archivo General de la Nación. 

7. Sin perjuicio de ello, no debe perderse de vista que, conforme al artículo 8 de la 
ey 29733, de protección de datos personales publicada en el diario oficial El 

Peruano, el 21 de junio de 2011, la información de carácter personal debe 
conservarse "de forma tal que se garantice su seguridad y sólo por el tiempo 
necesario para cumplir la finalidad del tratamiento". 

8. Así, desde una interpretación contrario sensu de dicha norma, toda entidad 
pública está obligada a custodiar los datos personales que sustentan sus 
actuaciones por el periodo de tiempo en que éstas se llevan a cabo. En caso 
contrario, podrían realizar actos que incidan sobre los derechos o intereses 
legítimos de las personas sin contar con adecuado sustento documentario para ello 
lo que constituiría una irregularidad manifiesta. 

9. Por tanto, en la medida en que continúe realizando descuentos en la remuneración 
del recurrente en ejecución de la sentencia emitida en el Expediente 767-95, el 
emplazado tiene obligación de conservar dicha sentencia o, por lo menos, otra 
do 	entación que justifique su proceder. 

información debe compartirse con el recurrente pues está referida a su esfera 
personal y familiar. Por tanto, la negativa del Hospital Regional de Loreto a 

entregarla constituye un acto lesivo a su derecho fundamental de 
autodeterminación informativa. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú, 
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HA RESUELTO 

Declarar FUNDADA la demanda de habeas data; en consecuencia, ordenar al Hospital 
Regional de Loreto entregar al recurrente copia fedateada de la sentencia emitida en el 
Expediente 767-95 o, en su defecto, la documentación que sustente los descuentos 
mensuales realizados en su remuneración por concepto del  -nsión de alimentos. 
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Lo que certifico: 

Publíquese y notifíquese. 

MIRANDA CANALES 
LEDESMA NARVÁEZ 
URVIOLA HANI 
BLUME FORTINI 
SARDÓN DE TAB OADA 
ESPINOSA-SALD 

SS. 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO BLUME FORTINI 

Si bien concuerdo con declarar fundada la demanda por haberse lesionado el derecho a 
la autodeterminación informativa, también considero necesario que se condene a la 
parte emplazada al pago de costos procesales en aplicación del artículo 56 del Código 
Procesal Constitucional, por cuanto: 

1. De acuerdo con lo puntualmente establecido en el artículo 56 del Código 
Procesal Constitucional, la condena al pago de costos procesales es obligatoria, 
por haberse declarado fundada la demanda. 

2. Tal condena constituye una herramienta jurídico procesal para compeler a la 
parte emplazada a no volver a incurrir en un accionar lesivo a un derecho 
fundamental, sea por acción, por omisión o por amenaza. 

3. Al respecto, cabe enfatizar que los honorarios profesionales del abogado en los 
procesos constitucionales de tutela de derechos fundamentales constituyen un 
gasto obligatorio e ineludible para el justiciable que requiere una defensa 
técnica. 

Lo que certifico: 

avio Reátegui Apaza 
Secretario Relator 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 111 	 11111111111111 
EXP. N.° 02379-2015-PHD /TC 
LORETO 
LUIS AVELINO TUANAMA RENGIFO 

FUNDAMENTO DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVÁEZ 

Estando de acuerdo con la sentencia que declara fundada la demanda por haberse afectado 
el derecho a la autodeterminación informativa del recurrente, considero que en aplicación 
del artículo 56° del Código Procesal Constitucional debe condenarse a la entidad 
demandada al pago de costos procesales 

Lo que certifico. 

feoeátegui Apaza 
Secretario Relator 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA 
BARRERA 

Estoy de acuerdo con el sentido de lo resuelto en la presente sentencia; sin embargo, 
considero necesario efectuar las siguientes precisiones: 

1. En el fundamento 3 encuentro presente una confusión de carácter conceptual, 
que se repite asimismo en otras resoluciones del Tribunal Constitucional, la cual 
consiste en utilizar las expresiones "afectación", "intervención" o similares, para 
hacer a referencia ciertos modos de injerencia en el contenido de derechos o de 
bienes constitucionalmente protegidos, como sinónimas de "lesión" o 
"vulneración". 

2. En rigor conceptual, ambas nociones son diferentes. Por una parte, se hace 
referencia a "intervenciones" o "afectaciones" iusfundamentales cuando, de 
manera genérica, existe alguna forma de incidencia o injerencia en el contenido 
constitucionalmente protegido de un derecho, la cual podría ser tanto una acción 
como una omisión, podría tener o no una connotación negativa, y podría tratarse 
de una injerencia desproporcionada o no. Así visto, a modo de ejemplo, los 
supuestos de restricción o limitación de derechos fundamentales, así como 
muchos casos de delimitación del contenido de estos derechos, pueden ser 
considerados prima facie, es decir antes de analizar su legitimidad 
constitucional, como formas de afectación o de intervención iusfundamental. 

3. Por otra parte, se alude a supuestos de "vulneración" o "lesión" al contenido de 
un derecho fundamental cuando estamos ante intervenciones o afectaciones 
iusfundamentales negativas, directas, concretas y sin una justificación razonable. 
Por cierto, calificar a tales afectaciones como negativas e injustificadas, a la luz 
de su incidencia en el ejercicio del derecho o los derechos alegados, presupone 
la realización de un análisis sustantivo o de mérito sobre la legitimidad de la 
interferencia en el derecho. 

S. 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

1 avio Re tegui Apaza 
Secretario Relator 
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